SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°78
RADICACIÓN: 66001318700320190002701
ACCIONANTE: DOLLY PÉREZ OCAMPO
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / PAGO DE LOS GASTOS DE DESPLAZAMIENTO / CORRESPONDE A LA ENTIDAD DE SEGURIDAD SOCIAL RELACIONADA CON EL ORIGEN DE LA ENFERMEDAD.
En el presente asunto se observa que la actora reclama que por parte de las entidades accionadas se le sufraguen los gastos de transporte y viáticos para ella acudir a la valoración ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en la ciudad de Bogotá. (…)
Debe recordarse, que el derecho a la seguridad social se consagra como una prerrogativa de rango fundamental que debe ser garantizada por el Estado Colombiano a todos los habitantes del territorio nacional, y cuyo carácter es irrenunciable. Además, en la mayoría de eventos, ocurre que de su efectiva prestación depende la materialización de otro tipo de derechos como la dignidad humana y el mínimo vital, en especial, si se le mira de cara al reconocimiento de las contingencias especiales de invalidez, vejez o muerte.

Por tanto, puede afirmarse que los dictámenes de pérdida de capacidad laboral se constituyen en una de las formas en que se alude al derecho fundamental a la seguridad social, toda vez que con él no se busca un mero concepto, sino verificar el eventual cumplimiento de uno los requisitos de base para que el calificado se haga acreedor a una pensión de invalidez.
Ahora, para dilucidar cuál es la entidad responsable de asumir el costo del traslado de la accionante desde su ciudad de origen hasta la ciudad de Bogotá, donde se encuentra ubicada la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, debemos remitirnos al artículo 34 del Decreto 1352/13…
… razón le asiste a la ARL cuando indica que según sea el origen de la enfermedad el pago de gasto de traslado lo asume la AFP –de origen común- o la ARL –en origen laboral-; sin embargo, es equivocada la apreciación de la entidad accionada cuando indica que en este asunto se presentó un diagnóstico de origen común y que por tal motivo le corresponde a COLPENSIONES asumir dicho costo…
                      REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                   PEREIRA-RISARALDA 
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                                       RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, nueve (09) de agosto de dos mil diecinueve (2019)
                                                                    Acta de Aprobación No 705
                                                    Hora: 9:20 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada judicial de la ARL POSITIVA, contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela formulada por la señora DOLLY PÉREZ OCAMPO.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea la accionante se puede sintetizar así: (i) sufrió un accidente laboral en enero 26 de 2017, que le generó una fractura de antebrazo derecho; (ii) la ARL realizó calificación en noviembre 25 de 2017 y determinó que el origen del diagnóstico era por enfermedad profesional y común; (iii) en diciembre 13 de 2017 interpuso recurso de reposición; (iv) en diciembre 26 de 2018 la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda resolvió el recurso y determinó que el diagnóstico era de origen laboral; (v) ante el recurso que interpuso la ARL, la Junta Nacional de Calificación programó valoración para abril 30 de 2019, sin embargo, no pudo acudir a la cita ante la falta de recursos económicos para cubrir los gastos de traslado; (vi) por medio de un derecho de petición le solicitó a la ARL los viáticos para desplazarse a la ciudad de Bogotá, sin embargo, la entidad le informó que ese gasto lo debí cubrir COLPENSIONES; (vi) igualmente se dirigió ante la AFP, pero le manifestaron que el responsable era la ARL; y (viii) por lo anterior, le solicitó a la Junta Nacional de Calificación programar nuevamente la valoración.
Pide en consecuencia se tutele el derecho fundamental a la seguridad social y se ordene a las entidades accionadas reconocer los gastos de traslado para asistir a la ciudad de Bogotá a la valoración de pérdida de capacidad laboral en la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en la fecha que asigne dicha institución.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Admitida la tutela, el juez de primera instancia corrió traslado de la misma a COLPENSIONES y ARL POSITIVA S.A., la AFP se pronunció así:

La Directora de Medicina Laboral de COLPENSIONES, pide se declare improcedente la acción de tutela y se desvincule de la demanda, con base en los siguientes argumentos: (i) la accionante radicó petición en la entidad en mayo 10 de 2019 y solicitó el pago de gastos de traslado para asistir a la calificación programada ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez; (ii) a la anterior solicitud dieron respuesta mediante oficio BZ2019_6138563-1366024 de mayo 13 de 2019, en el cual le indicaron que no es procedente dicho reconocimiento, por cuanto el trámite lo inició ante la ARL, y es dicha entidad la quede debe asumir el traslado; (iii) y corresponde a la ARL asumir los gastos de traslado como quiera que la accionante sufrió un accidente laboral en enero 26 de 2017; y (iv) los gastos de traslado que asumen las administradoras del Sistema General de Pensiones están  previamente definidos en el Decreto 1352/13, por lo que se debe resaltar que el origen de las patologías es laboral y el trámite de calificación fue iniciado por la ARL, razón por la cual le compete a esa entidad proceder con el reconocimiento y pago de los gastos de traslado y demás viáticos solicitados por la parte accionante.

3.2.- Culminado el término constitucional el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) mediante decisión de julio 10 de 2019 tuteló el derecho a la seguridad social, y ordenó a la ARL POSITIVA S.A. asumir los gastos de traslado de la señora DOLLY PÉREZ OCAMPO a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez para asistir a la valoración que se llevará a cabo en agosto 08 de 2019
.
Para llegar a la anterior determinación se apoyó en el artículo 34 del Decreto 1352/13, y advirtió que la accionante no ha podido acceder a la Junta Nacional de Calificación en razón a que la ARL se ha negado a otorgar los gastos de transporte, y de la simple lectura de la citada norma, se desprende que la ARL debe asumir el gasto de transporte, toda vez que la calificación en primera oportunidad fue de origen laboral.

4.- IMPUGNACIÓN

Dentro del término oportuno la apoderada judicial de la ARL POSITIVA S.A. solicitó se revoque el fallo de primera instancia, y argumentó que actualmente el dictamen de origen está en controversia ante la Junta Nacional de Calificación, por tanto, la obligación de cubrir los gastos de transporte recae en el fondo de pensiones de la accionante, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 34 del Decreto 1352/13.
La citada norma indica que el traslado o gastos estarán a cargo de la ARL o AFP, según corresponde si la primera calificación de origen fue común o laboral, y para el presente asunto, la calificación en primera oportunidad fue de origen común, y en consecuencia le corresponde a COLPENSIONES asumir todo lo relacionado con la calificación de origen común.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló los derechos fundamentales deprecados por la señora DOLLY PÉREZ OCAMPO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente asunto se observa que la actora reclama que por parte de las entidades accionadas se le sufraguen los gastos de transporte y viáticos para ella acudir a la valoración ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en la ciudad de Bogotá.

Por lo anterior, el juzgado de primer nivel tuteló el derecho fundamental a la seguridad social de la señora DOLLY PÉREZ y le ordenó a la ARL reconocer los gastos de traslado de la accionante a la Junta Nacional de Calificación con el fin de asistir a la valoración que le fue programada para agosto 8 de 2019. La ARL por su aparte asevera que dicha responsabilidad es de COLPENSIONES como quiera que la enfermedad de la accionante fue calificada en primera oportunidad como de origen común.

Debe recordarse, que el derecho a la seguridad social se consagra como una prerrogativa de rango fundamental que debe ser garantizada por el Estado Colombiano a todos los habitantes del territorio nacional, y cuyo carácter es irrenunciable. Además, en la mayoría de eventos, ocurre que de su efectiva prestación depende la materialización de otro tipo de derechos como la dignidad humana y el mínimo vital, en especial, si se le mira de cara al reconocimiento de las contingencias especiales de invalidez, vejez o muerte.

Por tanto, puede afirmarse que los dictámenes de pérdida de capacidad laboral se constituyen en una de las formas en que se alude al derecho fundamental a la seguridad social, toda vez que con él no se busca un mero concepto, sino verificar el eventual cumplimiento de uno los requisitos de base para que el calificado se haga acreedor a una pensión de invalidez.  

Ahora, para dilucidar cuál es la entidad responsable de asumir el costo del traslado de la accionante desde su ciudad de origen hasta la ciudad de Bogotá, donde se encuentra ubicada la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, debemos remitirnos al artículo 34 del Decreto 1352/13 el cual señala:

ARTÍCULO 34. Pago de gastos de traslado, valoraciones por especialistas y exámenes complementarios. Todos los gastos que se requieran para el traslado de los integrantes de la junta de conformidad con el presente decreto, del afiliado, pensionado por invalidez o beneficiario objeto de dictamen, así como de su acompañante dentro o fuera de la ciudad de conformidad con el concepto médico, estarán a cargo de la Entidad Administradora de Riesgos Laborales, Administradoras del Sistema General de Pensiones, el empleador correspondiente, de esta manera: 

a) Por la Administradora de Riesgos Laborales, la Administradora del Sistema General de Pensiones, de acuerdo si la calificación en primera oportunidad fue de origen común o laboral; -Negrilla de la Sala-

b) Por el paciente, en el evento que solicite la revisión de la pensión de invalidez cuando esta haya sido suspendida según lo previsto en el artículo 44 de la Ley 100 de 1993 o las normas que las modifique, adicionen o sustituyan; 

c) El empleador cuando llegue a las Juntas de Calificación de Invalidez a través del Inspector de Trabajo. 

PARÁGRAFO 1°. Los medios de transporte seleccionados para el traslado deberán ser los adecuados al estado de salud de la persona a calificar y no podrán afectar la dignidad humana. 

PARÁGRAFO 2°. Cuando la persona objeto de dictamen solicite la práctica de exámenes complementarios o valoraciones por especialistas no considerados técnicamente necesarios para el dictamen, por los integrantes de juntas, el costo será asumido directamente por este solicitante. Estos gastos serán reembolsados por la Entidad Administradora de Riesgos Laborales, Entidad Administradora del Fondo de Pensiones, Entidad Administradora de Régimen Prima Media según como corresponda, cuando el dictamen en firme sea a favor frente a lo que estaba solicitando la persona objeto del dictamen. 

PARÁGRAFO 3°. Las entidades de seguridad social anteriormente mencionadas realizarán los respectivos recobros una vez el dictamen quede en firme. 

Como se observa, razón le asiste a la ARL cuando indica que según sea el origen de la enfermedad el pago de gasto de traslado lo asume la AFP –de origen común- o la ARL –en origen laboral-; sin embargo, es equivocada la apreciación de la entidad accionada cuando indica que en este asunto se presentó un diagnóstico de origen común y que por tal motivo le corresponde a COLPENSIONES asumir dicho costo, y se concluye así del mismo dictamen de la Vicepresidencia Técnica de la ARL POSITIVA que señaló lo siguiente: “EL GRUPO INTERDISCIPLINARIO DE POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A. DETERMINÓ QUE EL EVENTO OCURRIDO EL 26/01/2017 ES DE ORIGEN MIXTO BAJO LOS SIGUIENTES ASPECTOS […]” –negrilla de la Sala-, criterio que fue modificado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez que determinó la enfermedad como de origen laboral. Por tanto, no se puede aseverar que desde la primera calificación ya se tenía dirimido el tema del origen de la enfermedad, empero si se puede afirmar que en ambos dictámenes ha estado presente el diagnóstico de enfermedad de origen laboral, y ante esa circunstancia le corresponde a la ARL POSITIVA S.A. asumir los gastos de traslado de la señora DOLLY PÉREZ OCAMPO a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez ubicada en la ciudad de Bogotá, D.C. 
Así las cosas, se confirmará parcialmente la determinación adoptada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), en cuanto tuteló el derecho fundamental a la seguridad social de la señora DOLLY PÉREZ OCAMPO, pero se modificará la orden impuesta al representante legal de la ARL POSITIVA S.A., para precisar que de no llevarse a cabo la valoración en agosto 8 de 2019 sino en una fecha posterior, igualmente le corresponde a la ARL la obligación de asumir el pago de gastos de traslado en la nueva fecha que fije de la Junta Nacional de Calificación.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), en cuanto tuteló el derecho fundamental a la seguridad social de la señora DOLLY PÉREZ OCAMPO, pero SE MODIFICA la orden impuesta al representante legal de la ARL POSITIVA S.A., para precisar que de no llevarse a cabo la valoración en agosto 08 de 2019 sino en otra fecha posterior, igualmente le corresponde a la ARL la obligación de asumir el pago de gastos de traslado en la nueva fecha que fije de la Junta Nacional de Calificación.
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Información suministrada a la accionante mediante oficio de junio 27 de 2019 y el cual aportó al despacho. Ver folio 15
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